Ante el objetivo de déficit y los recortes en el SSPA
 
Antes de cualquier posición o propuesta, es necesario considerar las siguientes premisas:

 

1.      El gobierno de España, en el real decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, ha procedido a introducir un cambio de modelo sanitario en el que se altera el  derecho a la atención sanitaria como condición de ciudadanía, sustituyéndolo por la una posibilidad contractual derivada del aseguramiento.

◦         De este cambio se derivarán profundas modificaciones en las garantías públicas, en las relaciones entre las personas que proveerán servicios y quienes los recibirán, en la responsabilidad de quienes gestionarán los servicios y en la capacidad del sistema para la planificación y la mejora de la atención.

-         Este cambio supone la ruptura de un pacto social por el estado del bienestar que constituía uno de sus logros más brillantes, especialmente grave en la exclusión de personas, la reducción de prestaciones o su vinculación a la capacidad de pago.

◦         Esta ruptura se produce sin mandato ciudadano ya que no constaba en ningún programa de gobierno, no se ha debatido ni sometido a referéndum.

2.      Los recortes presupuestarios en materia de sanidad y en otras partidas sociales no están justificados en un país donde la presión fiscal es muy inferior a la media europea y el fraude muy superior, y donde se rescatan bancos pésimamente gestionados por clientelismo político.

3.      El gobierno andaluz ha aceptado el objetivo de déficit, condicionando sus políticas para el ejercicio 2012-2013, dado que carece de recursos propios en cuantía suficiente. Con ello ha trasladado una crisis ética y financiera al Sistema Sanitario Público de Andalucía con posibilidad de se generen múltiples consecuencias adversas que afecten a la equidad y a la calidad del su funcionamiento

 

 

Dicho lo anterior, la ADSP de Andalucía reclama del actual gobierno andaluz:

-         Que abra una reflexión, rápida exhaustiva y participativa, sobre prioridades de forma que la adopción de recortes económicos para la sostenibilidad del sistema sanitario público andaluz no afecte al estado de salud de la población. En este debate se deben plantear qué programas o intervenciones tienen peor relación coste-efectividad (productos farmacéuticos por encima de un umbral de coste por unidad de efectividad, pruebas diagnósticas en población sana, tratamientos “preventivos” no probados y otras tecnologías que pueden estar obsoletas), así como la reducción de estructuras de gestión innecesarias. Una desfinanciación sin  afectos sobre la salud (incluso puede mejorarla) y que incluso puede permitir un menor o mínimo impacto de los recortes en los salarios de profesionales.

-         Que asuma la necesidad de actuaciones ejemplares en el recorte de los gastos asociados al ejercicio de la política, quizás no relevantes por su cuantía económica pero sí por su valor simbólico, en un momento de descrédito absoluto de la política entre la ciudadanía.

-         Que las medidas sean decididas y trasmitidas a la población de forma suficientemente participativa y transparente como para que los colectivos profesionales y la ciudadanía pueda valorar la necesidad, la pertinencia o la justicia de las mismas. En este sentido la rectificación de la puesta en marcha del decreto y su negociación con los sindicatos podría considerarse un paso positivo si esta política sigue adelante.

-         Tenga en cuenta que el colectivo de profesionales de la salud se enfrenta a un deterioro de sus condiciones de trabajo con aumento de cargas, reducción de remuneraciones y, pese a lo anunciado, amenazas de pérdida de empleo. Hay que considerar que las incertidumbres y la desconfianza que están prendiendo en el colectivo de profesionales pueden generar reacciones que hacen temer por la calidad de la asistencia y que pueden contribuir a que se deteriore aún más el funcionamiento del sistema.

-          En estos momentos debemos hacer una reflexión de la insolidaridad del modelo neoliberal que trasciende a las medidas en lo micro y que tenemos que rechazar. Hay compañeros nuestros, en situación laboral de eventuales, que llevan muchos años demostrando compromiso con la institución y no deben sufrir medidas distintas. Bastante es el abuso injustificado que se hace de la temporalidad  en la Administración Pública, contraviniendo cualquier derecho laboral y que no se consiente en el mundo de la empresa, encubriendo plantillas estructurales.

-         Que se establezca un plan de seguimiento de la aplicación de las medidas, porque si bien es acertado haber elegido el mantenimiento del empleo como línea roja del recorte, esto debe ser efectivo, evitando, como ya ha empezado a ocurrir que determinados gestores y gestoras, aprovechando el incendio producido, estén ya aplicando medidas de reducción de recursos humanos en el ámbito local, como la no renovación de eventuales, la eliminación de las plantillas de continuidad y otros ejemplos.

 

También, la ADSP de Andalucía quiere hacer algunas consideraciones sobre la lucha reivindicativa de los y las profesionales de la salud:

 

-         Siendo conscientes de la justificada indignación de los y las profesionales, creemos que las reivindicaciones deben exigir más y mejor sanidad pública, al igual que los y las profesionales de la enseñanza se están movilizando bajo la bandera de la escuela pública.

-         Los ciudadanos y ciudadanas tienen derecho a la asistencia con los mejores estándares tal como se ha venido haciendo, mientras las cargas de trabajo lo permitan. El mantenimiento de la calidad de la atención sanitaria es un bien moral al que tanto profesionales como ciudadanos/as tienen derecho, siendo un requisito ético el compromiso de contribuir a mantenerla.

-         Sin embargo es necesario no confundir las movilizaciones contra los recortes y la insatisfacción por el modelo de gestión, con la estrategia de determinados sindicatos corporativos que están aprovechando la indignación, no para luchar contra los recortes, sino contra las bases del modelo de sanidad pública. Esto ocurre cuando se plantea el boicot a la realización de actividades de salud pública, programas de promoción de la salud, o al registro de datos en la historia clínica, en definitiva, el trabajo hecho con calidad es la esencia de nuestro sistema de salud y no puede ni debe ser suspendido.

-         Lo anterior no debe impedir la crítica y denuncia de prácticas de gestión clientelistas y politizadas o de programas percibidos como inútiles como el actual sistema de calidad y acreditación o las duplicidades de organismos asesores y no asistenciales.
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